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BOLETÍN INFORMATIVO* 
 
 

 

SENTENCIA 

SALA CONSTITUCIONAL 

TRIBUNAL SUPREMO DE JUSTICIA 

 

NO SE REQUIERE PODER ESPECIAL PARA INTENTAR RECURSO DE REVISIÓN 

Y 

FUNDAMENTACIÓN DE LA APELACIÓN EN MATERIA ADMINISTRATIVA 

En fecha 05 de agosto de 2011, la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, con 
ponencia del FRANCISCO ANTONIO CARRASQUERO LÓPEZ, expediente número 11-
0014, en el recurso de revisión incoado por DESARROLLO LAS AMÉRICAS, C.A., de la 
sentencia dictada por la Sala Político Administrativa de este alto tribunal el 29 de septiembre de 
2010, signada con el N° 930, mediante la cual declaró desistida la apelación incoada contra la 
sentencia Nº 297, dictada, el 7 de mayo de 2010, por el Juzgado Segundo de Primera Instancia en 
lo Civil, Mercantil y del Tránsito de la Circunscripción Judicial del Estado Zulia, que decretó la 
ocupación previa en el procedimiento de expropiación presentada por el Municipio San 
Francisco sobre unos terrenos ubicados en la Parroquia Francisco Ochoa del referido Municipio. 

La Sala expresó: 

…Tal como se desprende de la anterior transcripción en el poder otorgado al 
abogado actuante, no consta la facultad para presentar la solicitud de revisión 
constitucional ante esta Sala, motivo por el cual, dicho instrumento resulta 
insuficiente a la luz de la doctrina expuesta. Sin embargo, luego de un profuso 
examen sobre la legitimación ad procesum relacionada con las solicitudes de revisión 
constitucional, se considera permitente realizar las siguientes consideraciones: 

La inveterada doctrina de este Sala (vid. sentencia N° 179, dictada el 28 de marzo de 
2000, caso: Gonzalo Pérez Hernández), ha establecido, que la Constitución de la 
República Bolivariana de Venezuela tiene pleno carácter normativo; de allí, que 
determine la regularidad jurídica de las actuaciones de todos los órganos del Poder 
Público. 
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En otras palabras, la doctrina de este Máximo Órgano Jurisdiccional sostiene que la 
Constitución de la República Bolivariana de Venezuela es un instrumento jurídico 
formal, que tiene aplicación directa e inmediata y, que por tanto, sirve de fuente 
jurídica a la actuación del Estado. 

De allí que, como afirmó esta Sala Constitucional en sentencia N° 962 del 9 de mayo 
de 2006 (caso: Cervecerías Polar Los cortijos C.A.), “…toda manifestación de 
autoridad del Poder Público debe seguir los imperativos o coordenadas trazadas en 
la norma normarum, como un efecto del principio de interpretación conforme a la 
Constitución y de la funcionalización del Estado a los valores que lo inspiran”. 

En este sentido, el Único Aparte del artículo 26 de la Constitución reconoce el 
principio de informalidad de la función jurisdiccional que, en términos de De 
Esteban (Curso de Derecho Constitucional Español II. Madrid. Pág. 1993. 80), 
supone “…abandonar toda idea formalista del derecho y de la justicia e 
involucrarse en la más amplia concepción garantística y teleológica de protección a 
los sujetos y demás personas relacionadas con él…”. 

De esta forma, el Constituyente de 1999 positivizó en el ordenamiento jurídico 
venezolano, lo que Gordillo (Tratado de Derecho Administrativo. Caracas. 
Fundación de Derecho Administrativo. 2001. Pág. 19), califica como un principio 
rector propio de los Estados democráticos, según el cual, las formalidades procesales 
deben tener como norte el encauzamiento del proceso y no su obstaculización. 

En el contexto del principio de informalidad de la justicia, esta Sala precisó, en la 
decisión N° 1174, del 12 de agosto de 2009 (caso: Colegio Cantaclaro), que la 
exigencia de actuación procesal mediante jurista o, garantía de adecuada 
representación judicial, se encuentra satisfecha cuando los justiciables se hacen 
asistir de abogado o nombran representante judicial, en cuyo caso, “el poder 
conferido debe ser analizado a la luz del referido principio de desformalización de la 
justicia, según el cual, deben abandonarse las solemnidades no esenciales (aquellas 
ajenas a la protocolización y atribución de facultades de representación judicial, al 
menos genéricas) en pro de una concepción garantista y teleológica que salvaguarde 
el acceso al sistema judicial de quien ha sido o se encuentra amenazado de ser 
afectado en sus derechos constitucionales”. 

Así, igualmente lo sostiene José Manuel Pureza (citado Pérez Nuño. Derechos 
Humanos y Constitucionalismos ante el Tercer Milenio, Voz: Derechos Humanos y 
Constitucionalismo en la Actualidad. Madrid. 1996. Pág. 129) “…la etapa del 
Estado de derecho formal ha sido hace tiempo superada en la evolución del 
constitucionalismo. Las experiencias de de instrumentalización aristocrática o 
autoritaria de la legalidad formal han hecho emerger, por contraste, el Estado de 
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derecho democrático…”. En el caso nuestro, no sólo democrático, sino un Estado 
Social de Derecho y de Justicia que irrumpe definitivamente la llamada rigidez 
constitucional, que provoca la transformación política del Estado venezolano. 

De lo expuesto anteriormente se evidencia, que en materia de capacidad de 
postulación, esta Sala ha reconocido que cualquier poder que habilite 
para plantear solicitudes ante los tribunales, resulta suficiente para poner en 
marcha al sistema de justicia, independientemente del tipo de solicitud que se 
trate y del tribunal a quien corresponda resolverla, incluso, para acudir a la 
denominada jurisdicción constitucional, donde tal como se evidencia de la 
sentencia N° 2151, dictada el 14 de septiembre de 2004 (caso: Gustavo E. Azócar 
Alcalá), la legitimatio ad procesum resulta especialmente garantista e informal, 
habida cuenta que en ésta se vela por la protección y desarrollo de principios de 
índole constitucional. 

En efecto, la citada decisión estableció que mediante el ejercicio de la jurisdicción 
constitucional, esta Sala actúa como garante del orden público constitucional, salva 
las dificultades o contradicciones de la interpretación del Texto Fundamental, hace 
valer el principio jurídico-político según el cual los derechos fundamentales preceden 
y limitan axiológicamente las manifestaciones del Poder, garantiza el carácter 
vinculante de cada uno de sus preceptos y vela por el respeto de los derechos 
fundamentales, todo esto para que el carácter supremo del Texto Fundamental 
mantenga su normatividad y, por ende, su supremacía. 

Según se ha citado, la Sala ha establecido respecto a otras solicitudes que forman 
parte de sus competencias, que no debe obstaculizarse de manera innecesaria el 
acceso a los mecanismos de control que detenta, y como quiera que la exigencia de 
legitimación procesal se encuentra satisfecha cuando el poder conforme al cual actúa 
un abogado tiene facultades “…al menos genéricas…”, se concluye que, en el marco 
doctrinario, constitucional y jurisprudencial expuesto, deben admitirse las solicitudes 
de revisión planteadas conforme a poderes que habiliten genéricamente para actuar 
en sede jurisdiccional, aun cuando no conste en ellos facultad expresa para solicitar 
revisiones, pues cualquier solicitud que tienda a poner en marcha el aparato 
jurisdiccional del Estado y, en especial, el control constitucional de su actuación 
(como es el caso de la revisión constitucional de sentencias), se encuentra informada 
del principio de informalidad de la justicia dispuesto en el Texto Fundamental. Todo 
dentro de esa visión y misión del papel de los magistrados y magistradas, jueces y 
juezas se torna en la hermenéutica jurídica y la creación del derecho en la adaptación 
de los nuevos valores incorporados en la Constitución de la República Bolivariana de 
Venezuela. 



 
4 

 

 
Av. Libertador, Edificio Multicentro Empresarial del Este, Edificio Miranda, Piso 11, Oficina B-113, Chacao, Caracas – Miranda 

Zona Postal 1060, Venezuela. Teléfonos: +58.212.2635902 +58.212.2637902 Fax: +58.212.2660079. 
www.zaibertlegal.com - escritorio@zaibertlegal.com 

 

Por tanto, esta Sala cambia el criterio que tenía establecido con relación al ius 
postulandi o poder de postulación en materia de revisión constitucional y, como 
quiera que dicho cambio, para el caso en concreto, no afecta negativamente la 
situación procesal del solicitante, pues aun cuando se encontraba incurso en una 
causal de inadmisibilidad, la aplicación de la nueva doctrina le permite ahora obtener 
una decisión sobre el mérito del asunto planteado, se considera que en el caso de 
autos no hay menoscabo del principio de seguridad jurídica y, en consecuencia, se 
entra a decidir sobre el fondo de la solicitud, para lo cual se observa lo siguiente: 

Resulta doctrina pacífica de este Máximo Tribunal, que la facultad de revisión 
constitucional no debe ser entendida como una nueva instancia y, por tanto, la 
solicitud en cuestión se admitirá sólo a los fines de preservar la uniformidad de la 
interpretación de normas y principios constitucionales o cuando exista una deliberada 
violación de preceptos de ese rango, lo cual será analizado por esta Sala, siendo 
siempre facultativo de ésta, su procedencia. De este modo, la labor tuitiva del Texto 
Constitucional mediante la revisión extraordinaria de sentencias no se cristaliza de 
forma similar a la establecida para los recursos de gravamen o impugnación, 
diseñados para cuestionar la sentencia, para ese entonces, definitiva. 

Antes bien, el hecho configurador de la revisión extraordinaria no es el mero 
perjuicio, sino que, además, se verifique un desconocimiento absoluto de algún 
precedente dictado por esta Sala, la indebida aplicación de una norma constitucional, 
un error grotesco en su interpretación o, sencillamente, su falta de aplicación, lo cual 
se justifica en el hecho de que en los recursos de gravamen o de impugnación existe 
una presunción de que los jueces en su actividad jurisdiccional, actúan como garantes 
primigenios de la Carta Magna. De tal manera que, sólo cuando esa presunción logra 
ser desvirtuada es que procede, la revisión de la sentencia (Vid. Sentencia de la Sala 
N° 2.957 del 14 de diciembre de 2004, caso: “Margarita de Jesús Ramírez”). 

Tomando en cuenta las anteriores consideraciones y luego de un cuidadoso análisis 
de los alegatos esgrimidos en la solicitud de revisión planteada, esta Sala observa que 
la declaratoria del desistimiento de la apelación por parte del ad quem (Sala Político 
Administrativa de este Supremo Tribunal), tuvo lugar a consecuencia del supuesto 
incumplimiento de la fundamentación de la apelación incoada contra la sentencia 
Nº 297 dictada, el 7 de mayo de 2010, por el Juzgado Segundo de Primera Instancia 
en lo Civil, Mercantil y del Tránsito de la Circunscripción Judicial del Estado Zulia, 
quedecretó la ocupación previa en el procedimiento de expropiación presentada por 
el Municipio San Francisco del Estado Zulia sobre unos terrenos ubicados en la 
Parroquia Francisco Ochoa del referido Municipio. 

(Omissis) 
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Las consideraciones vertidas en el fallo parcialmente transcrito, resultan igualmente 
aplicables a la exigencia de fundamentación dispuesta en el artículo 92 de la Ley 
Orgánica de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, toda vez que éste, si bien 
impone una carga procesal sometida al principio de preclusión, ello no es óbice para 
que el perdidoso pueda ejercer la apelación y, paralelamente, fundamentar su recurso 
con anticipación a los diez días que establece la norma. 

En este sentido, en la apelación propuesta el 13 de mayo de 2010, la apelante señaló 
lo siguiente: 

 “…procedemos en este acto de conformidad con lo previsto en el artículo 33 
eiusdem a presentar formalmente RECURSO DE APELACIÓN contra la referida 
decisión, dado que más allá de las violaciones flagrantes a la Ley que fueran 
denunciadas oportunamente en el curso del proceso tanto por lo que al 
procedimiento en sede administrativa se refiere y que damos aquí por reproducidas 
en todo su contenido y vigencia, y que se resumen en ausencia evidente de 
Declaratoria de Utilidad Pública por parte del ente competente para el 
procedimiento de adquisición forzosa de propiedad en el ámbito municipal, esto es 
el Consejo municipal del municipio San Francisco, ausencia del procedimiento de 
notificación de nuestras representadas como legítimas, únicas y exclusivas 
propietarias de los referidos inmuebles para procurar el arreglo amistoso; 
prescindencia absoluta del procedimiento de designación y conformación de la 
Comisión de Avalúos competente para la determinación del justo Precio que como 
condición sine qua non debe preceder a la solicitud judicial de adquisición forzosa 
de la propiedad; infracciones de norma expresas que en igual sentido fueron 
abiertamente desatendidas en clara sintonía con la arbitrariedad en sede 
administrativa por la instancia judicial, al adelantarse sin las garantías del debido 
proceso un avalúo unilateral de los inmuebles susceptibles de adquisición forzosa, 
mediante la designación ilegal de unos operadores municipales en ausencia y 
sustitución de la Comisión de Avalúos que ordena la Ley para procurar la 
determinación del Justo Precio de los inmuebles en cuestión; desatenderse las 
denuncias que en sede judicial a todo evento se hicieran para que con el objeto 
obtener reposiciones por nulidad absoluta del procedimiento en sede judicial más 
allá de las opuestas para ser resueltas como punto previo en la sentencia definitiva, 
por advertir, observarse y denunciarse infracciones de normas expresas de la Ley 
de expropiación vigente, particularmente la denunciada inobservancia de las 
condiciones previstas por los artículos 34 y 35 eiusdem para la elaboración y 
determinación del justo precio de los inmuebles susceptibles de adquisición forzosa 
de propiedad; ante la ignorada evidencia del juez de la causa de las opuestas 
denuncias de ocupación previa que arbitraria e ilegalmente ejecutó el Alcalde del 
Municipio San Francisco del Estado Zulia y, que se pueden constatar de manera 
inequívoca sobre al menos uno (1) de los Lotes propiedad de nuestras 
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representadas, que por sí sólo produce la nulidad absoluta de todo el procedimiento 
adelantado al efecto; pedimos que el presente Recurso de Apelación sea oído y 
sustanciado conforme a derecho…”.    

De lo transcrito se evidencia que la abogada apelante no sólo se limitó a ejercer 
el respectivo recurso, sino que expuso una serie de consideraciones sobre las 
cuales sustenta su apelación, es decir, la fundamentó en el mismo acto, lo cual, 
resulta admisible, habida cuenta que la carga procesal de fundamentación de 
las apelaciones contencioso administrativas pueden cumplirse de modo paralelo 
a la manifestación del interés de la parte afectada en atacar ante la alzada el 
fallo gravoso, ya que ambas actuaciones del apelante (la apelación y su 
fundamentación), deben adminicularse con los principios de celeridad y 
economía procesal, a los fines de que el desacuerdo tempestivo que se haga contra 
una sentencia, permita el acceso al doble grado de jurisdicción. 

En definitiva, la aplicación de la norma contenida en el artículo 92 de la Ley 
Orgánica de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, por parte de la decisión 
objeto del presente análisis, constituye una manifestación exacerbada de formalismo 
que en el contexto del artículo 26 constitucional, se califica como no esencial y poco 
razonable "ius sumun saepe summa est malitia" (el derecho extremado es a menudo 
la suma inequidad). En consecuencia, con el objeto de garantizar la uniformidad de la 
interpretación de las normas y principios constitucionales, en ejercicio de las 
potestades que tiene atribuida esta Sala en materia de revisión y sobre la base del 
derecho a la tutela judicial efectiva y, dentro de éste, los principios de antiformalismo 
y pro actione inherentes a la propia naturaleza jurídica de la apelacióncuya 
fundamentación anticipada fue inconstitucionalmente inobservada por la Sala 
Político Administrativa de este Supremo Tribunal, se debe declarar ha lugar la 
solicitud de revisión de la sentencia N° 930, del 29 de septiembre de 2010, mediante 
la cual se declaró desistida la apelación interpuesta contra la decisión Nº 297 dictada 
el 7 de mayo de 2010, por el Juzgado Segundo de Primera Instancia en lo Civil, 
Mercantil y del Tránsito de la Circunscripción Judicial del Estado Zulia. 

Por las razones expuestas, se anula el referido fallo, así como tambien se desestima la 
solicitud de revisión sin reenvío, sobre la base que la solución de la apelación 
incoada, supone el análisis del aservo probatorio que debe constar en el expediente 
expropiatorio, el cual, no consta en autos y, por tanto, se ordena la reposición de la 
causa, a los fines de que la Sala Político Administrativa de este Alto Tribunal 
notifique a las partes, dé continuidad a la sustanciación del expediente y abrá el lapso 
de cinco (5) días de despacho para la contestación de la apelación, a cuyo término 
deberá dictar nueva sentencia, tomando en consideración la fundamentación de la 
apelación presentada el 13 de mayo de 2010. Así se decide. 
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Finalmente, atendiendo a lo previsto en el artículo 126 de la Ley Orgánica del 
Tribunal Supremo de Justicia, dado el carácter vinculante, se ordena la publicación 
del presente fallo en la Gaceta Judicial, así como de un extracto en la página web de 
este Máximo Tribunal y se establece, que el criterio desarrollado en la presente caso 
sobre la capacidad de postulación en materia de revisión, debe aplicarse con efectos 
hacia el futuro y hacia el pasado para los casos aun no decididos, es decir, con 
efectos ex tunc y ex nunc.” (Negrillas y subrayados nuestros). 

Para ver el contenido completo de la presente decisión pulse aquí o siga el siguiente vínculo: 
http://historico.tsj.gob.ve/decisiones/scon/agosto/1350-5811-2011-11-0014.HTML 

29 de abril de 2015 

 

*El presente boletín fue preparado y divulgado por ZAIBERT & ASOCIADOS. Su propósito es difundir 
información de interés general en materia jurídica. El contenido de este informe no puede ser interpretado como 
una recomendación o asesoría para algún caso específico. Se recomienda consultar especialistas en la materia 
para la aplicación de su contenido. Quedan expresamente reservados todos los derechos. 

 


